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Proyecto de Ley No.          de  2009 

“Por medio de la cual se derogan algunos artículos de la Ley 472 de 1998- 
acciones Populares y de Grupo” 

 

El Congreso de Colombia 

 

DECRETA: 

 

Artículo 1º. Deróguese los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998. 

Artículo 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
y modifica todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
 
 
 

FABIO VALENCIA COSSIO 
Ministro del Interior y de Justicia 
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Exposición de Motivos 

Actualmente en Colombia, la presentación de acciones populares, ha tenido un 
aumento considerable, que según nuestro análisis, está justificado en el interés 
de los accionantes para obtener el incentivo económico reconocido por la Ley 
472 de 1998 para las personas que mueven el aparato jurisdiccional en procura 
de defender los intereses de la comunidad. 

El loable interés del legislador de premiar a los ciudadanos responsables que 
defiendan los intereses colectivos, ha perdido en la actualidad su razón de ser, 
toda vez que se ha convertido en un negocio de unos cuantos, que se han 
dedicado a viajar a lo largo y ancho del territorio nacional presentando acciones 
populares, buscando unos reconocimientos desmedidos en detrimento del 
erario público y especialmente de los entes territoriales. 

La razón de ser de dichas acciones, está orientada a proteger los derechos 
colectivos como el ambiente sano o el espacio público y la moral administrativa, 
cuya consecución y protección le atañe a todos los ciudadanos, sin 
necesidades de recurrir a premios para que se ejerza su defensa y protección, 
que van en detrimento de las finanzas de los presupuestos públicos. 

En los últimos años hemos visto como los alcaldes municipales se han visto 
obligados a enfrentar un sin número de acciones populares que en vez de 
coadyuvar al bienestar de la comunidad entorpecen las actividades propias de 
las administraciones locales. 

Así mismo, los presupuestos de las administraciones públicas se ven 
menoscabados con los fallos de estas acciones y es tal el volumen de estas y 
el valor de los fallos que en algunos casos los mandatarios locales se ven 
abocados al traslado de los recursos del plan de desarrollo para cumplir con lo 
mandado por los jueces a través de esta figura. 

Es por esto que el presente proyecto pretende derogar los siguientes artículos 
de la ley 472 de 1998: 
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“Artículo 39. Incentivos. El demandante de una acción popular tendrá 
derecho a recibir un incentivo que el juez fijará entre diez (10) y ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos mensuales. Cuando el actor sea una 
entidad pública, el incentivo se destinará al Fondo de Defensa de 
Intereses Colectivos”… 
 
“Artículo 40. Incentivo económico en acciones populares sobre moral 
administrativa. En las acciones populares que se generen en la violación 
del derecho colectivo a la moralidad administrativa, el demandante o 
demandantes tendrán derecho a recibir el quince por ciento (15%) del 
valor que recupere la entidad pública en razón a la acción popular.  
 
Para los fines de este artículo y cuando se trate de sobrecostos o de 
otras irregularidades provenientes de la contratación, responderá 
patrimonialmente el representante legal del respectivo organismo o 
entidad contratante y contratista, en forma solidaria con quienes 
concurran al hecho, hasta la recuperación total de lo pagado en exceso. 
Para hacer viable esta acción, en materia probatoria los ciudadanos  
tendrán derecho a solicitar y obtener se les expida copia auténtica de los 
documentos referidos a la contratación, en cualquier momento. No habrá 
reserva sobre tales documentos”. 

Es deber de todo ciudadano velar por la preservación y conservación de los 
intereses públicos y comunes, acudiendo a las autoridades correspondientes 
para garantizar su efectividad y vigencia, por lo que pagar por conseguir su 
protección no solo se contrapone con el deber ciudadano, sino que además 
favorece solo a unos pocos, toda vez que no cualquier ciudadano está en 
capacidad de presentar una demanda ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo y afrontar el correspondiente proceso, pues dada su rigurosidad 
y procedimiento solamente personas con cierta formación profesional acudirán 
a su ejercicio, y que en la práctica conlleva a que se conformen grupos 
especializados en la interposición de tales acciones muchas veces con temas 
recurrentes y reiterativos, que en modo alguno justifican el reconocimiento del 
incentivo correspondiente. 

Es por esto que en las alcaldías municipales manifiestan que las acciones 
populares dejaron de ser un mecanismo para proteger los derechos colectivos 
y se convirtieron en un negocio rentable para unos pocos que sin pertenecer a 
las entidades territoriales y conocer sus problemáticas, van por ahí tomando 
fotos e instaurando recursos con el solo objeto de beneficiarse 
económicamente. 
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Un caso que ha afectado a nuestros municipios es el de las acciones populares 
para el establecimiento de los cuerpos de bomberos oficiales que desconoce la 
realidad local de la existencia de cuerpos voluntarios de bomberos, caso 
sucedido reiteradamente en los departamentos de Cundinamarca y Antioquia 
en donde se encuentra una coincidencia en los accionantes que solo tienen 
interés en los reconocimientos económicos y  no en el buen desarrollo de la 
administración pública esto sucedido durante los años 2007 y 2008. 

 

Además, para estos incentivos no se establecieron parámetros indicativos de 
procedencia y el modo de cuantificarlos, a pesar de los esfuerzos 
jurisprudenciales para que se defina este punto, lo cierto es que no ha sido 
posible unificarse en torno a los casos en que se es procedente y en cuáles no. 

Se debe anotar igualmente que si bien la Corte Constitucional en sentencia C 
459/04 consideró  que no era ilegítimo prever tales recompensas individuales 
para quienes protejan judicialmente el interés colectivo, en este caso se 
propone su eliminación por razones de conveniencia y de interés general. 

Por otra parte, en principios las Acciones Populares carecen de contenido 
subjetivo, es decir, que las mismas no persiguen un resarcimiento pecuniario, 
pues se actúa en defensa del interés público y aunque la ley prevé una 
recompensa, éste no es el fin primordial para el cual se instituyó tan importante 
herramienta jurídica. 

Por lo anterior presentamos a consideración del Congreso de la República el 
presente proyecto de ley. 

 

De los Honorables Congresistas, 

 

 

 

 

FABIO VALENCIA COSSIO 
Ministro del Interior y de Justicia 


